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REFERENCIAS LEGISLATIVAS

Real Decreto de 14 de septiembre de 1882, por el que se aprueba la Ley de Enjui-
ciamiento Criminal, cuyas últimas modificaciones se han producido por Ley Orgánica 
13/2015, de 5 de octubre, de modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para 
el fortalecimiento de las garantías procesales y la regulación de las medidas de inves-
tigación tecnológica, y por Ley 41/2015, de 5 de octubre, de modificación de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal para la agilización de la justicia penal y el fortalecimiento 
de las garantías procesales

Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, cuya última modificación se ha 
producido por Real Decreto-ley 9/2017, de 26 de mayo

Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, cuya última modi-
ficación se ha producido por Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima 
del delito
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1. PROCEDIMIENTO DE JUICIO SOBRE DELITOS LEVES

1.1. CONSIDERACIONES PREVIAS SOBRE LOS DELITOS LEVES

IMPORTANTE

Artículo 10. C.P.: “Son 
delitos las acciones y 
omisiones dolosas o im-
prudentes penadas por 
la ley”

Son delitos leves las infracciones que la ley castiga con pena leve. 
Conforme al art. 33.4 del Código Penal, son penas leves:

a) La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ci-
clomotores de tres meses a un año.

b) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas de 
tres meses a un año.

c) Inhabilitación especial para el ejercicio de profesión, oficio 
o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de animales de tres 
meses a un año.

ATENCIÓN

La LO 1/2015 de 30 de 
marzo suprimió el li-
bro III del Código Penal 
«Faltas y sus penas» Las 
conductas que no revis-
tían una gravedad que 
mereciera reproche pe-
nal fueron destipificadas 
en virtud del principio 
de intervención mínima 
del derecho penal; otras 
se derivaron a otros ór-
denes jurisdiccionales, 
principalmente civil y 
administrativo; y aque-
llas otras conductas más 
graves se mantuvieron y 
se calificaron como “deli-
to leve” castigándose con 
una pena leve análoga a 
la que se imponía por las 
faltas pero con la diferen-
cia que las condenas por 
delitos leves comportan 
antecedentes penales, 
aunque no son compu-
tables a efectos de rein-
cidencia.

d) La privación del derecho a residir en determinados lugares o 
acudir a ellos, por tiempo inferior a seis meses.

e) La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de 
sus familiares u otras personas que determine el juez o tribu-
nal, por tiempo de un mes a menos de seis meses.

f ) La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos 
de sus familiares u otras personas que determine el juez o 
tribunal, por tiempo de un mes a menos de seis meses.

g) La multa de hasta tres meses.

h) La localización permanente de un día a tres meses.

i) Los trabajos en beneficio de la comunidad de uno a treinta días.

Los delitos que consistan en la producción de un resultado sólo se 
entenderán cometidos por omisión cuando la no evitación del mis-
mo, al infringir un especial deber jurídico del autor, equivalga a su 
causación. A tal efecto se equiparará la omisión a la acción:

a) Cuando exista una específica obligación legal o contractual 
de actuar.

b) Cuando el omitente haya creado una ocasión de riesgo para 
el bien jurídicamente protegido mediante una acción u omi-
sión precedente.

Son punibles el delito consumado y la tentativa de delito.

La citación al juicio de delitos leves apercibirá a las personas citadas 
de las respectivas consecuencias de no comparecer ante el Juzgado 
de Guardia. Asimismo, se les apercibirá de que podrá celebrarse el 
juicio de forma inmediata en el Juzgado de guardia, incluso aunque 
no comparezcan, y de que han de comparecer con los medios de prueba de que intenten valer-
se. Al denunciante y al ofendido o perjudicado se les informará de sus derechos en los términos 
previstos en los artículos 109, 110 y 967 LECri:
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- Su derecho a mostrarse como parte en el proceso y renunciar o no a la restitución de la 
cosa, reparación del daño e indemnización del perjuicio causado por el hecho punible.

- Su derecho, si no hubieren renunciado al mismo, a mostrarse parte en la causa si lo hicie-
ran antes del trámite de calificación del delito y ejercitar las acciones civiles que procedan, 
según les conviniere, sin que por ello se retroceda en el curso de las actuaciones.

- Que pueden ser asistidos por abogado si lo desean.

1.2. CELEBRACIÓN DEL JUICIO DE DELITOS LEVES

RECUERDA

Será competente para el 
conocimiento y fallo de 
los juicios de delitos leves:

- El Juez de  Instrucción,  
salvo que la compe-
tencia corresponda al 
Juez de Violencia so-
bre la Mujer.

Será competente para el conocimiento y fallo de los juicios de de-
litos leves, el Juez de Instrucción, salvo que la competencia corres-
ponda al Juez de Violencia sobre la Mujer cuando la víctima sea 
quien sea o haya sido su esposa, o mujer que esté o haya estado li-
gada al autor por análoga relación de afectividad, aun sin conviven-
cia, así como de los cometidos sobre los descendientes, propios o 
de la esposa o conviviente, o sobre los menores o personas con dis-
capacidad necesitadas de especial protección que con él convivan 
o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela, acogimiento 
o guarda de hecho de la esposa o conviviente, cuando también se 
haya producido un acto de violencia de género.

A. Celebración inmediata ante el Juez de Guardia

Conforme al art. 962 de la LECri., cuando la Policía Judicial tenga noticia de un hecho que presen-
te los caracteres de delito leve de lesiones o maltrato de obra, de hurto flagrante, de amenazas, 
de coacciones o de injurias, cuyo enjuiciamiento corresponda al Juzgado de Instrucción al que 
se debe entregar el atestado o a otro del mismo partido judicial, procederá de forma inmediata 
a citar ante el Juzgado de Guardia a los ofendidos y perjudicados, al denunciante, al denunciado 
y a los testigos que puedan dar razón de los hechos. Al hacer dicha citación se apercibirá a las 
personas citadas de las respectivas consecuencias de no comparecer ante el Juzgado de guardia. 
Asimismo, se les apercibirá de que podrá celebrarse el juicio de forma inmediata en el Juzgado 
de guardia, incluso aunque no comparezcan, y de que han de comparecer con los medios de 
prueba de que intenten valerse. Al denunciante y al ofendido o perjudicado se les informará de 
sus derechos en los términos previstos en los artículos 109, 110 y 967 de la LECri; antes vistos.

RECUERDA

A la persona denunciada 
se le informará sucinta-
mente de los hechos en 
que consista la denuncia 
y del derecho que le asis-
te de comparecer asistido 
de abogado. Dicha infor-
mación se practicará en 
todo caso por escrito.

En el momento de la citación se les solicitará que designen, si dis-
ponen de ellos, una dirección de correo electrónico y un número de 
teléfono a los que serán remitidas las comunicaciones y notificacio-
nes que deban realizarse. Si no los pudieran facilitar o lo solicitaren 
expresamente, las notificaciones les serán remitidas por correo or-
dinario al domicilio que designen.

A la persona denunciada se le informará sucintamente de los he-
chos en que consista la denuncia y del derecho que le asiste de 
comparecer asistido de abogado. Dicha información se practicará 
en todo caso por escrito.
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En estos casos, la Policía Judicial hará entrega del atestado al Juzgado de guardia, en el que cons-
ten las diligencias y citaciones practicadas y, en su caso, la denuncia del ofendido.

Para la realización de las citaciones a que se refiere este artículo, la Policía Judicial fijará la hora 
de la comparecencia coordinadamente con el Juzgado de guardia. A estos efectos, el Consejo 
General del Poder Judicial dictará los Reglamentos oportunos para la ordenación de los servicios 
de guardia de los Juzgados de Instrucción en relación con la práctica de estas citaciones, coordi-
nadamente con la Policía Judicial.

En el supuesto de que la competencia para conocer corresponda al Juzgado de Violencia sobre 
la Mujer, la Policía Judicial habrá de realizar las citaciones a que se refiere este artículo ante dicho 
Juzgado en el día hábil más próximo.

Para la realización de las citaciones antes referidas, la Policía Judicial fijará el día y la hora de la 
comparecencia coordinadamente con el Juzgado de Violencia sobre la Mujer.

A estos efectos el Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el art. 110 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para asegurar esta coordinación.

Por su parte el art. 963 de la LECri, establece que recibido el atestado conforme a lo previsto en 
el artículo anterior, si el juez estima procedente la incoación del juicio, adoptará alguna de las 
siguientes resoluciones:

1.ª Acordará el sobreseimiento del procedimiento y el archivo de las diligencias cuando lo solici-
te el Ministerio Fiscal a la vista de las siguientes circunstancias:

a) El delito leve denunciado resulte de muy escasa gravedad a la vista de la naturaleza del 
hecho, sus circunstancias, y las personales del autor.

b) no exista un interés público relevante en la persecución del hecho. En los delitos leves pa-
trimoniales, se entenderá que no existe interés público relevante en su persecución cuan-
do se hubiere procedido a la reparación del daño y no exista denuncia del perjudicado.

 En este caso comunicará inmediatamente la suspensión del juicio a todos aquellos que hu-
bieran sido citados conforme al apartado 1 del artículo anterior.

 El sobreseimiento del procedimiento será notificado a los ofendidos por el delito.

2.ª Acordará la inmediata celebración del juicio en el caso de que hayan comparecido las perso-
nas citadas o de que, aun no habiendo comparecido alguna de ellas, el juzgado reputare in-
necesaria su presencia. Asimismo, para acordar la inmediata celebración del juicio, el Juzgado 
de guardia tendrá en cuenta si ha de resultar imposible la práctica de algún medio de prueba 
que se considere imprescindible.

 Para acordar la celebración inmediata del juicio, será necesario que el asunto le corresponda 
al Juzgado de guardia en virtud de las normas de competencia y de reparto.

 En los supuestos no contemplados por el artículo 962, cuando la Policía Judicial tenga noticia 
de un hecho que presente los caracteres de algún delito leve, formará de manera inmediata el 
correspondiente atestado que remitirá sin dilación al Juzgado de guardia salvo para aquellos 
supuestos exceptuados en el artículo 284 de esta ley. Dicho atestado recogerá las diligencias 
practicadas, así como el ofrecimiento de acciones al ofendido o perjudicado, practicado con-
forme a los artículos 109, 110 y 967, y la designación, si disponen de ellos, de una dirección de 
correo electrónico y un número de teléfono a los que serán remitidas las comunicaciones y 
notificaciones que deban realizarse. Si no los pudieran facilitar o lo solicitaren expresamente, 
las notificaciones les serán remitidas por correo ordinario al domicilio que designen.
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 Recibido el atestado conforme a lo previsto en el párrafo anterior, y en todos aquellos casos en 
que el procedimiento se hubiere iniciado en virtud de denuncia presentada directamente por 
el ofendido ante el órgano judicial, el juez podrá adoptar alguna de las siguientes resoluciones:

a) Acordará el sobreseimiento del procedimiento y el archivo de las diligencias cuando re-
sulte procedente conforme a lo dispuesto en el numeral 1.ª del apartado 1 del artículo 
anterior.

 La resolución de sobreseimiento será notificada a los ofendidos por el delito.

b) Acordará celebrar de forma inmediata el juicio si, estando identificado el denunciado, fue-
re posible citar a todas las personas que deban ser convocadas para que comparezcan 
mientras dure el servicio de guardia y concurran el resto de requisitos exigidos por el 
artículo 963.

Las citaciones se harán al Ministerio Fiscal, salvo que el delito leve fuere perseguible sólo a instan-
cia de parte, al querellante o denunciante, si lo hubiere, al denunciado y a los testigos y peritos 
que puedan dar razón de los hechos. Al practicar las citaciones, se apercibirá a las personas cita-
das de las respectivas consecuencias de no comparecer ante el Juzgado de guardia, se les infor-
mará que podrá celebrarse el juicio aunque no asistan, y se les indicará que han de comparecer 
con los medios de prueba de que intenten valerse. Asimismo, se practicarán con el denunciado 
las actuaciones señaladas en el apartado 2 del artículo 962 (art. 964 LECri).

B. Imposibilidad de celebrar el Juicio de Delitos leves como Juicio 
Inmediato
Si no fuere posible la celebración del juicio durante el servicio de guardia, se seguirán las reglas 
siguientes:

1.ª Si el juez estimare que la competencia para el enjuiciamiento corresponde al propio juz-
gado de instrucción y que no procede el sobreseimiento conforme a lo dispuesto en el 
numeral 1.ª del apartado 1 del artículo 963, el Letrado de la Administración de Justicia 
procederá en todo caso al señalamiento para la celebración del juicio y a las citaciones 
procedentes para el día hábil más próximo posible dentro de los predeterminados a tal 
fin, y en cualquier caso en un plazo no superior a siete días.

2.ª Si el juez estimare que la competencia para el enjuiciamiento corresponde a otro juzgado, 
el Letrado de la Administración de Justicia le remitirá lo actuado para que se proceda a 
realizar el señalamiento del juicio y las citaciones con arreglo a lo dispuesto en la regla 
anterior.

El Consejo General del Poder Judicial dictará los reglamentos oportunos para la ordenación, 
coordinadamente con el Ministerio Fiscal, de los señalamientos de juicios de delitos leves.

Las citaciones para la celebración del juicio previsto en el artículo anterior se harán al Ministerio 
Fiscal, al querellante o denunciante, si lo hubiere, al denunciado y a los testigos y peritos que 
puedan dar razón de los hechos.

A tal fin, se solicitará a cada uno de ellos en su primera comparecencia ante la Policía Judicial o 
el Juez de Instrucción que designen, si disponen de ellos, una dirección de correo electrónico y 
un número de teléfono a los que serán remitidas las comunicaciones y notificaciones que deban 
realizarse. Si no los pudieran facilitar o lo solicitaren expresamente, las notificaciones les serán 
remitidas por correo ordinario al domicilio que designen.
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Como se ha dicho anteriormente, en las citaciones que se efectúen al denunciante, al ofendido o 
perjudicado y al imputado para la celebración del juicio de delitos leves, se les informará de que 
pueden ser asistidos por abogado si lo desean y de que deberán acudir al juicio con los medios 
de prueba de que intenten valerse. A la citación del imputado se acompañará copia de la querella 
o de la denuncia que se haya presentado.

CUIDADO

Cuando los citados como 
partes, los testigos y los 
peritos no comparezcan 
ni aleguen justa causa 
para dejar de hacerlo, 
podrán ser sancionados 
con una multa de 200 a 
2.000 euros.

Cuando los citados como partes, los testigos y los peritos no com-
parezcan ni aleguen justa causa para dejar de hacerlo, podrán ser 
sancionados con una multa de 200 a 2.000 euros.

En el caso de que por motivo justo no pueda celebrarse el juicio oral 
en el día señalado o de que no pueda concluirse en un solo acto, el 
Letrado de la Administración de Justicia señalará para su celebra-
ción o continuación el día más inmediato posible y, en todo caso, 
dentro de los siete siguientes, haciéndolo saber a los interesados.

CELEBRACIÓN DEL JUICIO DE DELITOS LEVES

El juez acordará la inmediata celebración del juicio en el caso de que hayan comparecido las personas 
citadas o de que, aun no habiendo comparecido alguna de ellas, el juzgado reputare innecesaria su 
presencia. Asimismo, para acordar la inmediata celebración del juicio, el Juzgado de guardia tendrá en 
cuenta si ha de resultar imposible la práctica de algún medio de prueba que se considere imprescindible.

Para acordar la celebración inmediata del juicio, será necesario que el asunto le corresponda al Juzgado 
de guardia en virtud de las normas de competencia y de reparto.

Si no fuere posible la celebración del juicio durante el servicio de guardia, se seguirán las reglas siguientes:

1.ª Si el juez estimare que la competencia para el enjuiciamiento corresponde al propio juzgado de ins-
trucción y que no procede el sobreseimiento conforme a lo dispuesto en el numeral 1.ª del apartado 
1 del artículo 963, el Letrado de la Administración de Justicia procederá en todo caso al señalamien-
to para la celebración del juicio y a las citaciones procedentes para el día hábil más próximo posible 
dentro de los predeterminados a tal fin, y en cualquier caso en un plazo no superior a siete días.

2.ª Si el juez estimare que la competencia para el enjuiciamiento corresponde a otro juzgado, el Letrado 
de la Administración de Justicia le remitirá lo actuado para que se proceda a realizar el señalamiento 
del juicio y las citaciones con arreglo a lo dispuesto en la regla anterior.

C. Principios de actuación en el juicio de delitos leves

- El juicio será público, dando principio por la lectura de la querella o de la denuncia, si las 
hubiere, siguiendo a esto el examen de los testigos convocados, y practicándose las demás 
pruebas que propongan el querellante, el denunciante y el Fiscal, si asistiere, siempre que el 
Juez las considere admisibles.

- Seguidamente, se oirá al acusado, se examinarán los testigos que presente en su descargo y 
se practicarán las demás pruebas que ofrezca y fueren pertinentes.

- Acto continuo expondrán de palabra las partes lo que crean conveniente en apoyo de sus 
respectivas pretensiones, hablando primero el Fiscal, si asistiere, después el querellante par-
ticular o el denunciante y, por último, el acusado.
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RECUERDA

El Fiscal asistirá a los jui-
cios por delito leve siem-
pre que a ellos sea citado. 
Sin embargo, el Fiscal Ge-
neral del Estado impartirá 
instrucciones sobre los 
supuestos en los que, en 
atención al interés públi-
co, los Fiscales podrían 
dejar de asistir al juicio, 
cuando la persecución 
del delito leve exija la 
denuncia del ofendido o 
perjudicado.

- El fiscal asistirá a los juicios por delito leve siempre que a ellos 
sea citado. Sin embargo, el Fiscal General del Estado impartirá 
instrucciones sobre los supuestos en los que, en atención al inte-
rés público, los fiscales podrían dejar de asistir al juicio y de emi-
tir los informes a que se refieren los artículos 963.1 y 964.2, cuan-
do la persecución del delito leve exija la denuncia del ofendido 
o perjudicado. En estos casos, la declaración del denunciante en 
el juicio afirmando los hechos denunciados tendrá valor de acu-
sación, aunque no los califique ni señale pena.

- Si el denunciado reside fuera de la demarcación del Juzgado, no 
tendrá obligación de concurrir al acto del juicio, y podrá dirigir 
al Juez escrito alegando lo que estime conveniente en su defen-
sa, así como apoderar a abogado o procurador que presente en 
aquel acto las alegaciones y las pruebas de descargo que tuviere.

- La ausencia injustificada del acusado no suspenderá la celebra-
ción ni la resolución del juicio, siempre que conste habérsele ci-
tado con las formalidades prescritas en la Ley, a no ser que el Juez, de oficio o a instancia de 
parte, crea necesaria la declaración de aquél.

- En cuanto se refiere a la grabación de la vista y a su documentación, serán aplicables las dis-
posiciones contenidas en el art. 743 de la LECri cuyo contenido es el siguiente:

“1. El desarrollo de las sesiones del juicio oral se registrará en soporte apto para la grabación y 
reproducción del sonido y de la imagen. El Letrado de la Administración de Justicia deberá 
custodiar el documento electrónico que sirva de soporte a la grabación. Las partes podrán 
pedir, a su costa, copia de las grabaciones originales.

2. Siempre que se cuente con los medios tecnológicos necesarios el Letrado de la Adminis-
tración de Justicia garantizará la autenticidad e integridad de lo grabado o reproducido 
mediante la utilización de la firma electrónica reconocida u otro sistema de seguridad que 
conforme a la Ley ofrezca tales garantías. En este caso, la celebración del acto no requerirá 
la presencia en la sala del Letrado de la Administración de Justicia salvo que lo hubieran 
solicitado las partes, al menos dos días antes de la celebración de la vista, o que excepcio-
nalmente lo considere necesario el Letrado de la Administración de Justicia, atendiendo 
a la complejidad del asunto, al número y naturaleza de las pruebas a practicar, al núme-
ro de intervinientes, a la posibilidad de que se produzcan incidencias que no pudieran 
registrarse, o a la concurrencia de otras circunstancias igualmente excepcionales que lo 
justifiquen, supuesto en el cual el Letrado de la Administración de Justicia extenderá acta 
sucinta en los términos previstos en el apartado siguiente.

3. Si los mecanismos de garantía previstos en el apartado anterior no se pudiesen utilizar 
el Letrado de la Administración de Justicia deberá consignar en el acta, al menos, los si-
guientes datos: número y clase de procedimiento; lugar y fecha de celebración; tiempo de 
duración, asistentes al acto; peticiones y propuestas de las partes; en caso de proposición 
de pruebas, declaración de pertinencia y orden en la práctica de las mismas; resoluciones 
que adopte el Juez o Tribunal; así como las circunstancias e incidencias que no pudieran 
constar en aquel soporte.
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4. Cuando los medios de registro previstos en este artículo no se pudiesen utilizar por cual-
quier causa, el Letrado de la Administración de Justicia extenderá acta de cada sesión, re-
cogiendo en ella, con la extensión y detalle necesarios, el contenido esencial de la prueba 
practicada, las incidencias y reclamaciones producidas y las resoluciones adoptadas.

5. El acta prevista en los apartados 3 y 4 de este artículo, se extenderá por procedimientos 
informáticos, sin que pueda ser manuscrita más que en las ocasiones en que la sala en que 
se esté celebrando la actuación carezca de medios informáticos. En estos casos, al termi-
nar la sesión el Letrado de la Administración de Justicia leerá el acta, haciendo en ella las 
rectificaciones que las partes reclamen, si las estima procedentes. Este acta se firmará por 
el Presidente y miembros del Tribunal, por el Fiscal y por los defensores de las partes”.

D. Fase decisoria
IMPORTANTE

El Juez, en el acto de fina-
lizar el juicio, y no siendo 
posible dentro de los 3 
días siguientes., dictará 
sentencia apreciando las 
pruebas practicadas, las 
razones expuestas por 
las partes y lo manifes-
tado por los acusados, 
y siempre que haga uso 
del libre arbitrio para la 
calificación o para la im-
posición de pena, deberá 
expresar si ha tomado 
en consideración los 
elementos de juicio que 
aquél obligue a tener en 
cuenta.

El Juez, en el acto de finalizar el juicio, y a no ser posible dentro de los 
tres días siguientes, dictará sentencia apreciando, según su concien-
cia, las pruebas practicadas, las razones expuestas por el Fiscal y por 
las demás partes o sus defensores y lo manifestado por los propios 
acusados, y siempre que haga uso del libre arbitrio que para la califi-
cación de la falta o para la imposición de la pena le otorga el Código 
Penal, deberá expresar si ha tomado en consideración los elementos 
de juicio que el precepto aplicable de aquél obligue a tener en cuenta.

La sentencia se notificará a los ofendidos y perjudicados por el de-
lito leve, aunque no se hayan mostrado parte en el procedimiento. 
En la notificación se harán constar los recursos procedentes contra 
la resolución comunicada, así como el plazo para su presentación y 
órgano judicial ante quien deba interponerse.

La sentencia se llevará a efecto inmediatamente transcurrido el 
término fijado en la Ley, primer día siguiente al en que se hubiere 
practicado la última notificación, si no hubiere apelado ninguna de 
las partes y hubiere transcurrido, también, el plazo de impugnación 
para los ofendidos y perjudicados no comparecidos en el juicio.

Si las partes, conocido el fallo, expresan su decisión de no recurrir, el Juez, en el mismo acto, de-
clarará la firmeza de la sentencia.

1.3. SISTEMA DE RECURSOS A LAS SENTENCIAS DICTADAS EN JUI-
CIOS DE DELITOS LEVES
La sentencia es apelable en el plazo de los cinco días siguientes al de su notificación. Durante 
este período se hallarán las actuaciones en Secretaría a disposición de las partes.

El recurso de apelación se formalizará y tramitará conforme a lo dispuesto en los arts. 790 a 792 de 
la LECri, es decir, las normas sobre impugnación de la sentencia en el procedimiento abreviado.

La sentencia de apelación se notificará a los ofendidos y perjudicados por el delito leve, aunque 
no se hayan mostrado parte en el procedimiento.

Contra la sentencia que se dicte en segunda instancia no habrá lugar a recurso alguno. El órgano 
que la hubiese dictado mandará devolver al Juez los autos originales, con certificación de la sen-
tencia dictada, para que proceda a su ejecución.
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2. JUICIOS RÁPIDOS
VOCABULARIO

Procedimiento para el en-
juiciamiento rápido e in-
mediato de determinados 
delitos: proceso especial 
incoado en virtud de ates-
tado policial y aplicable 
a los delitos flagrantes o 
con instrucción presu-
miblemente sencilla, en 
los que el presunto autor 
sea detenido a disposi-
ción judicial o sea citado 
para comparecer ante el 
Juzgado, efectuándose 
la instrucción de manera 
concentrada, a fin de que 
pueda dictarse senten-
cia de conformidad por 
el Juzgado de Guardia o 
pueda celebrarse juicio 
oral ante el Juzgado de lo 
Penal en un plazo no su-
perior a 15 días.

En este caso, tanto la Jurisprudencia, como la FGE en la Circular 
1/2003, sostienen que “la pena a que se refiere el precepto es la 
pena en abstracto, es decir, la señalada por la ley al delito de que 
se trate, con independencia de la que pudiera ser solicitada por la 
acusación en atención a las circunstancias concurrentes”

Se regula en el Título III del Libro IV de la Ley de Enjuiciamiento Cri-
minal, regulador de los procedimientos especiales, en los artículos 
795 y siguientes, introducido por la Ley 38/2002, de 24 de octubre, 
de reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, sobre pro-
cedimiento para el enjuiciamiento rápido e inmediato de determi-
nados delitos, y de modificación del procedimiento abreviado.

Además de estos preceptos de aplicación directa, como régimen 
legal supletorio de primer grado se aplicarán las disposiciones re-
guladoras del procedimiento abreviado, ya que el art. 795. 4 LECrim 
dispone que “en todo lo no previsto expresamente en el presente 
Título se aplicarán supletoriamente las normas del Título II de este 
mismo Libro, relativas al procedimiento abreviado”, es decir, los arts. 
757 a 794 de la LECrim, que a su vez se remite a supletoriamente 
a las normas del procedimiento ordinario (art. 758 LECrim), cons-
tituyendo, por tanto, derecho supletorio de segundo grado de los 
denominados “juicios rápidos”.

2.1. ÁMBITO

IMPORTANTE

Artículo 795. 1 LECri
“Sin perjuicio de lo esta-
blecido para los demás 
procesos especiales, el 
procedimiento regulado 
en este Título se aplicará 
a la instrucción y al en-
juiciamiento de delitos 
castigados con pena pri-
vativa de libertad que no 
exceda de cinco años, o 
con cualesquiera otras 
penas, bien sean únicas, 
conjuntas o alternativas, 
cuya duración no exceda 
de diez años [...]”

Sin perjuicio de lo establecido para los demás procesos especiales, 
el procedimiento regulado en el Título referido se aplicará a la ins-
trucción y al enjuiciamiento de delitos castigados con pena priva-
tiva de libertad que no exceda de cinco años, o con cualesquiera 
otras penas, bien sean únicas, conjuntas o alternativas, cuya dura-
ción no exceda de diez años, cualquiera que sea su cuantía, siempre 
que el proceso penal se incoe en virtud de un atestado policial y 
que la Policía Judicial haya detenido a una persona y la haya puesto 
a disposición del Juzgado de guardia o que, aun sin detenerla, la 
haya citado para comparecer ante el Juzgado de guardia por tener 
la calidad de denunciado en el atestado policial y, además, concurra 
cualquiera de las circunstancias siguientes:

1ª Que se trate de delitos flagrantes. A estos efectos, se consi-
derará delito flagrante el que se estuviese cometiendo o se 
acabare de cometer cuando el delincuente sea sorprendido 
en el acto. Se entenderá sorprendido en el acto no sólo al de-
lincuente que fuere detenido en el momento de estar come-
tiendo el delito, sino también al detenido o perseguido inmediatamente después de co-
meterlo, si la persecución durare o no se suspendiere mientras el delincuente no se ponga 
fuera del inmediato alcance de los que le persiguen. También se considerará delincuente 
in fraganti aquel a quien se sorprendiere inmediatamente después de cometido un delito 
con efectos, instrumentos o vestigios que permitan presumir su participación en él.
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VOCABULARIO

Atestado: Instrumento 
mediante el cual la Policía 
Judicial transmite al Juez 
de Instrucción la “notitia 
criminis”

2ª Que se trate de alguno de los siguientes delitos:

a) Delitos de lesiones, coacciones, amenazas o violencia fí-
sica o psíquica habitual, cometidos contra las personas a 
que se refiere el artículo 173.2 del Código Penal (ámbito 
doméstico).

b) Delitos de hurto.

c) Delitos de robo.

d) Delitos de hurto y robo de uso de vehículos.

IMPORTANTE

El  procedimiento  no  se 
aplicará:

- A la investigación y 
enjuiciamiento de 
los delitos conexos 
con otro u otros no 
comprendidos en los 
supuestos anteriores

- En aquellos casos en 
que sea procedente 
acordar el secreto de 
las actuaciones

e) Delitos contra la seguridad del tráfico.

f ) Delitos de daños referidos en el artículo 263 del Código 
Penal.

g) Delitos contra la salud pública previstos en el artículo 
368, inciso segundo, del Código Penal.

h) Delitos flagrantes relativos a la propiedad intelectual e in-
dustrial previstos en los artículos 270, 273, 274 y 275 del 
Código Penal.

3ª Que se trate de un hecho punible cuya instrucción sea presu-
mible que será sencilla.

El procedimiento regulado en el Título III del Libro IV de la LECri no 
será de aplicación a la investigación y enjuiciamiento de aquellos 
delitos que fueren conexos con otro u otros delitos no comprendi-
dos en los supuestos anteriores.

No se aplicará este procedimiento en aquellos casos en que sea procedente acordar el secreto 
de las actuaciones.

REQUISITOS PARA ENJUICIAMIENTO RÁPIDO

✓ INCOACIÓN MEDIANTE ATESTADO POLICIAL

✓ DETENCIÓN O CITACIÓN DEL DENUNCIADO

✓ COMISIÓN DE:
- HECHOS PUNIBLES DE INSTRUCCIÓN SENCILLA

- ALGUNO DE LOS SIGUIENTES DELITOS:

D. flagrante

D. de lesiones

D. de coaciones

D. de amenazas

D. de violencia física o psíquica habitual (153 CP)

D. de hurto

D. de robo

D. de hurto y robo de uso de vehículos

D. contra la seguridad del tráfico
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2.2. ACTUACIONES DE LA POLICÍA JUDICIAL

Sin perjuicio de cuanto se establece en el Título III del Libro II y de las previsiones del Capítulo II 
del Título II, referente al procedimiento abreviado, la Policía Judicial deberá practicar en el tiem-
po imprescindible y, en todo caso, durante el tiempo de la detención, las siguientes diligencias:

1ª Sin perjuicio de recabar los auxilios pertinentes, solicitará del facultativo o del personal 
sanitario que atendiere al ofendido copia del informe relativo a la asistencia prestada para 
su unión al atestado policial. Asimismo, solicitará la presencia del médico forense cuando 
la persona que tuviere que ser reconocida no pudiera desplazarse al Juzgado de guardia.

2ª Informará a la persona a la que se atribuya el hecho, aun en el caso de no procederse a su 
detención, del derecho que le asiste de comparecer ante el Juzgado de guardia asistido 
de abogado. Si el interesado no manifestare expresamente su voluntad de comparecer 
asistido de abogado, la Policía Judicial recabará del Colegio de Abogados la designación 
de un letrado de oficio.

3ª Citará a la persona que resulte denunciada en el atestado policial para comparecer en el 
Juzgado de guardia en el día y hora que se le señale, cuando no se haya procedido a su 
detención. El citado será apercibido de las consecuencias de no comparecer a la citación 
policial ante el Juzgado de guardia.

4ª Citará también a los testigos para que comparezcan en el juzgado de guardia en el día 
y hora que se les indique, apercibiéndoles de las consecuencias de no comparecer a la 
citación policial en el juzgado de guardia. No será necesaria la citación de miembros de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que hubieren intervenido en el atestado cuando su 
declaración conste en el mismo.

5ª Citará para el mismo día y hora a las entidades a que se refiere el artículo 117 del Código 
Penal, en el caso de que conste su identidad.

 El artículo 117 del Código Penal establece que los aseguradores que hubieren asumido el 
riesgo de las responsabilidades pecuniarias derivadas del uso o explotación de cualquier 
bien, empresa, industria o actividad, cuando, como consecuencia de un hecho previsto en 
este Código, se produzca el evento que determine el riesgo asegurado, serán responsa-
bles civiles directos hasta el límite de la indemnización legalmente establecida o conven-
cionalmente pactada, sin perjuicio del derecho de repetición contra quien corresponda.

6ª Remitirá al Instituto de Toxicología, al Instituto de Medicina Legal o al laboratorio corres-
pondiente las sustancias aprehendidas cuyo análisis resulte pertinente. Estas entidades 
procederán de inmediato al análisis solicitado y remitirán el resultado al Juzgado de guar-
dia por el medio más rápido y, en todo caso, antes del día y hora en que se hayan citado a 
las personas indicadas en las reglas anteriores. Si no fuera posible la remisión del análisis 
en dicho plazo, la Policía Judicial podrá practicar por sí misma dicho análisis, sin perjuicio 
del debido control judicial del mismo.

7ª La práctica de las pruebas de alcoholemia se ajustará a lo establecido en la legislación de 
seguridad vial.
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TOMA NOTA

Las pruebas para detec-
tar la presencia de drogas 
tóxicas, estupefacientes 
y sustancias psicotrópi-
cas en los conductores 
de vehículos a motor y 
ciclomotores serán reali-
zadas por agentes de la 
policía judicial de tráfico 
con formación específica 
y sujeción, asimismo, a lo 
previsto en las normas 
de seguridad vial.

 Las pruebas para detectar la presencia de drogas tóxicas, 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas en los conduc-
tores de vehículos a motor y ciclomotores serán realizadas 
por agentes de la Policía Judicial de tráfico con formación 
específica y sujeción, asimismo, a lo previsto en las normas 
de seguridad vial. Cuando el test indiciario salival, al que 
obligatoriamente deberá someterse el conductor, arroje un 
resultado positivo o el conductor presente signos de haber 
consumido las sustancias referidas, estará obligado a facilitar 
saliva en cantidad suficiente, que será analizada en laborato-
rios homologados, garantizándose la cadena de custodia.

 Todo conductor podrá solicitar prueba de contraste consis-
tente en análisis de sangre, orina u otras análogas. Cuando 
se practicaren estas pruebas, se requerirá al personal sanita-
rio que lo realice para que remita el resultado al Juzgado de 
guardia por el medio más rápido y, en todo caso, antes del día y hora de la citación a que 
se refieren las reglas anteriores.

8ª Si no fuera posible la remisión al Juzgado de guardia de algún objeto que debiera ser ta-
sado, se solicitará inmediatamente la presencia del perito o servicio correspondiente para 
que lo examine y emita informe pericial. Este informe podrá ser emitido oralmente ante el 
Juzgado de guardia.

Para la realización de las citaciones anteriores, la Policía Judicial fijará el día y la hora de la compa-
recencia coordinadamente con el Juzgado de guardia.

Si la urgencia lo requiriere, las citaciones podrán hacerse por cualquier medio de comunicación, 
incluso verbalmente, sin perjuicio de dejar constancia de su contenido en la pertinente acta.

A los efectos de la aplicación del procedimiento para el enjuiciamiento rápido de delitos, cuando 
la Policía Judicial tuviera conocimiento de la comisión de un hecho incardinable en alguna de las 
circunstancias previstas en su ámbito de aplicación, respecto del cual, no habiendo sido deteni-
do ni localizado el presunto responsable, fuera no obstante previsible su rápida identificación y 
localización, continuará las investigaciones iniciadas, que se harán constar en un único atestado, 
el cual se remitirá al juzgado de guardia tan pronto como el presunto responsable sea detenido 
o citado de acuerdo con lo previsto en los apartados anteriores, y en cualquier caso, dentro de 
los cinco días siguientes. En estos casos la instrucción de la causa corresponderá en exclusiva al 
juzgado de guardia que haya recibido el atestado.

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de dar conocimiento inmediatamente al 
Juez de guardia y al Ministerio Fiscal de la comisión del hecho y de la continuación de las investi-
gaciones para su debida constancia.
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2.3. DILIGENCIAS URGENTES ANTE EL JUZGADO DE GUARDIA; INS-
TRUCCIÓN Y CONCLUSIÓN

El Juzgado de guardia, tras recibir el atestado policial, junto con los objetos, instrumentos y prue-
bas que, en su caso, lo acompañen, incoará, si procede, diligencias urgentes. Contra este auto no 
cabrá recurso alguno. Sin perjuicio de las demás funciones que tiene encomendadas, practicará, 
cuando resulten pertinentes, las siguientes diligencias, en el orden que considere más conve-
niente o aconsejen las circunstancias, con la participación activa del Ministerio Fiscal:

1ª Recabará por el medio más rápido los antecedentes penales del detenido o persona in-
vestigada.

2ª Si fuere necesario para la calificación jurídica de los hechos investigados:

a) Recabará, de no haberlos recibido, los informes periciales solicitados por la Policía Ju-
dicial.

b) Ordenará, cuando resulte pertinente y proporcionado, que el médico forense, si no 
lo hubiese hecho con anterioridad, examine a las personas que hayan comparecido a 
presencia judicial y emita el correspondiente informe pericial.

c) Ordenará la práctica por un perito de la tasación de bienes u objetos aprehendidos o 
intervenidos y puestos a disposición judicial, si no se hubiese hecho con anterioridad.

3ª Tomará declaración al detenido puesto a disposición judicial o a la persona que, resultan-
do investigadapor los términos del atestado, haya comparecido a la citación policial.

4ª Tomará declaración a los testigos citados por la Policía Judicial que hayan comparecido.

5ª Llevará, en su caso, a cabo las informaciones de derechos y ofrecimiento de acciones al 
ofendido y al perjudicado.

6ª Practicará el reconocimiento en rueda del investigado, de resultar pertinente y haber 
comparecido el testigo.

7ª Ordenará, de considerarlo necesario, el careo entre testigos, entre testigos e investigados 
o investigados entre sí.

8ª Ordenará la citación, incluso verbal, de las personas que considere necesario que com-
parezcan ante él. A estos efectos no procederá la citación de miembros de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad que hubieren intervenido en el atestado cuya declaración obre 
en el mismo, salvo que, excepcionalmente y mediante resolución motivada, considere 
imprescindible su nueva declaración, antes de decidir la continuación del procedimiento 
para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos o, en su caso, la transformación del 
mismo en diligencias previas, como veremos en seguida.

9ª Ordenará la práctica de cualquier diligencia pertinente.

Cuando, por razón del lugar de residencia de un testigo o víctima o por otro motivo, fuere de te-
mer razonablemente que una prueba no podrá practicarse en el juicio oral, o pudiera motivar su 
suspensión, el Juez de guardia practicará inmediatamente la misma asegurando, en todo caso, 
la posibilidad de contradicción de las partes. Dicha diligencia deberá documentarse en soporte 
apto para la grabación y reproducción del sonido y de la imagen o por medio de acta autorizada 
por el Letrado de la Administración de Justicia, con expresión de los intervinientes.
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A efectos de su valoración como prueba en sentencia, la parte a quien interese deberá instar en 
el juicio oral la reproducción de la grabación o la lectura literal de la diligencia.

El abogado designado para la defensa tendrá también habilitación legal para la representación 
de su defendido en todas las actuaciones que se verifiquen ante el Juez de guardia.

IMPORTANTE

Para garantizar el ejer-
cicio del derecho de de-
fensa, el Juez, una vez 
incoadas diligencias ur-
gentes, dispondrá que 
se le dé traslado de copia 
del atestado y de cuan-
tas actuaciones se hayan 
realizado o se realicen en 
el Juzgado de Guardia.

Para garantizar el ejercicio del derecho de defensa, el Juez, una vez 
incoadas diligencias urgentes, dispondrá que se le dé traslado de 
copia del atestado y de cuantas actuaciones se hayan realizado o 
se realicen en el Juzgado de Guardia. En el supuesto de que la com-
petencia corresponda al Juzgado de Violencia sobre la Mujer, las 
diligencias y resoluciones señaladas en los artículos anteriores de-
berán ser practicadas y adoptadas durante las horas de audiencia.

La Policía Judicial habrá de realizar las citaciones anteriormente ex-
presadas ante el Juzgado de Violencia sobre la Mujer, en el día hábil 
más próximo, entre aquéllos que se fijen reglamentariamente.

No obstante el detenido, si lo hubiere, habrá de ser puesto a dis-
posición del Juzgado de Instrucción de Guardia, a los solos efectos 
de regularizar su situación personal, cuando no sea posible la presentación ante el Juzgado de 
Violencia sobre la Mujer que resulte competente.

Para la realización de las citaciones antes referidas, la Policía Judicial fijará el día y la hora de la 
comparecencia coordinadamente con el Juzgado de Violencia sobre la Mujer. A estos efectos el 
Consejo General del Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 110 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para asegurar esta coordinación.

A continuación, el Juez oirá a las partes personadas y al Ministerio Fiscal sobre cuál de las reso-
luciones previstas en el apartado siguiente procede adoptar. Además, las partes acusadoras y el 
Ministerio Fiscal podrán solicitar cualesquiera medidas cautelares frente al investigado o, en su 
caso, frente al responsable civil, sin perjuicio de las que se hayan podido adoptar anteriormente.

El Juez de guardia dictará resolución con alguno de estos contenidos:

1º En el caso de que considere suficientes las diligencias practicadas, dictará auto en forma 
oral, que deberá documentarse y no será susceptible de recurso alguno, ordenando se-
guir el procedimiento para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos, salvo que 
estime procedente acordar el sobreseimiento, inhibirse a favor de la jurisdicción militar, o 
dar traslado de lo actuado al Fiscal de Menores, en cuyo caso dictará el correspondiente 
auto. Si el juez de guardia reputa falta el hecho que hubiera dado lugar a la formación de 
las diligencias, procederá a su enjuiciamiento inmediato.

2º En el caso de que considere insuficientes las diligencias practicadas, ordenará que el pro-
cedimiento continúe como diligencias previas del procedimiento abreviado. El Juez debe-
rá señalar motivadamente cuáles son las diligencias cuya práctica resulta necesaria para 
concluir la instrucción de la causa o las circunstancias que lo hacen imposible.

Cuando el Juez de guardia dicte auto en forma oral ordenando la continuación del procedi-
miento, sobre la adopción de medidas cautelares se estará a lo dispuesto en el apartado 1 del 
artículo 800 (preparación del juicio oral), referente a la preparación del juicio oral en los juicios 
rápidos, y que estudiaremos más adelante. Asimismo, ordenará, si procede, la devolución de 
objetos intervenidos.
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Las diligencias y resoluciones señaladas deberán ser practicadas y adoptadas durante el servicio 
de guardia del Juzgado de Instrucción.

No obstante lo dispuesto, en aquellos partidos judiciales en que el servicio de guardia no sea 
permanente y tenga una duración superior a veinticuatro horas, el plazo establecido en el apar-
tado anterior podrá prorrogarse por el Juez por un período adicional de setenta y dos horas en 
aquellas actuaciones en las que el atestado se hubiera recibido dentro de las cuarenta y ocho 
anteriores a la finalización del servicio de guardia.

2.4. PREPARACIÓN Y DESARROLLO DEL JUICIO ORAL

Cuando el Juez de guardia hubiere acordado continuar este procedimiento, en el mismo acto 
oirá al Ministerio Fiscal y a las partes personadas para que se pronuncien sobre si procede la 
apertura del juicio oral o el sobreseimiento y para que, en su caso, soliciten o se ratifiquen en lo 
solicitado respecto de la adopción de medidas cautelares. En todo caso, si el Ministerio Fiscal y 
el acusador particular, si lo hubiera, solicitaren el sobreseimiento, el Juez procederá conforme 
a lo prevenido al respecto por la LECri para el procedimiento abreviado. Cuando el Ministerio 
Fiscal o la acusación particular soliciten la apertura del juicio oral, el Juez de guardia procederá 
resolviendo mediante auto lo que proceda. Cuando se acuerde la apertura del juicio oral, dictará 
en forma oral auto motivado, que deberá documentarse y no será susceptible de recurso alguno.

Abierto el juicio oral, si no se hubiere constituido acusación particular, el Ministerio Fiscal pre-
sentará de inmediato su escrito de acusación, o formulará ésta oralmente. El acusado, a la vista 
de la acusación formulada, podrá en el mismo acto prestar su conformidad con arreglo a lo dis-
puesto en el artículo siguiente. En otro caso, presentará inmediatamente su escrito de defensa o 
formulará ésta oralmente, procediendo entonces el Letrado de la Administración de Justicia del 
Juzgado de Guardia sin más trámites a la citación de las partes para la celebración del juicio oral.

Si el acusado solicitara la concesión de un plazo para la presentación de escrito de defensa, el Juez 
fijará prudencialmente el mismo dentro de los cinco días siguientes, atendidas las circunstancias 
del hecho imputado y los restantes datos que se hayan puesto de manifiesto en la investigación, 
procediendo en el acto el Letrado de la Administración de Justicia a la citación de las partes para 
la celebración del juicio oral y al emplazamiento del acusado y, en su caso, del responsable civil 
para que presenten sus escritos ante el órgano competente para el enjuiciamiento.

El Letrado de la Administración de Justicia del Juzgado de Guardia hará el señalamiento para 
la celebración del juicio oral en la fecha más próxima posible y, en cualquier caso, dentro de los 
quince días siguientes, en los días y horas predeterminados a tal fin en los órganos judiciales 
enjuiciadores y ajustándose a lo prevenido en el art. 785.2 de la LECri. A estos efectos, el Consejo 
General del Poder Judicial, de acuerdo con lo establecido en el art. 110 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, dictará los Reglamentos oportunos para la ordenación, coordinadamente con el 
Ministerio Fiscal, de los señalamientos de juicios orales que realicen los Juzgados de guardia ante 
los Juzgados de lo Penal.

También se acordará la práctica de las citaciones propuestas por el Ministerio Fiscal, llevando a 
cabo en el acto el Letrado de la Administración de Justicia las que sean posibles, sin perjuicio de 
la decisión que sobre la admisión de pruebas adopte el órgano enjuiciador.



Procedimiento de juicio sobre delitos leves. Juicios Rápidos

371

TE
M

A
 M

UE
ST

RA

Si se hubiere constituido acusación particular que hubiere solicitado la apertura del juicio oral 
y así lo hubiere acordado el Juez de guardia, éste emplazará en el acto a aquélla y al Ministerio 
Fiscal para que presenten sus escritos dentro de un plazo improrrogable y no superior a dos días. 
Presentados dichos escritos ante el mismo Juzgado, procederá éste de inmediato conforme a lo 
dispuesto en el apartado 2.

Si el Ministerio Fiscal no presentare su escrito de acusación en el momento establecido el Juez, 
sin perjuicio de emplazar en todo caso a los directamente ofendidos y perjudicados conocidos 
requerirá inmediatamente al superior jerárquico del Fiscal para que, en el plazo de dos días, 
presente el escrito que proceda. Si el superior jerárquico tampoco presentare dicho escrito 
en plazo, se entenderá que no pide la apertura de juicio oral y que considera procedente el 
sobreseimiento libre.

Una vez recibido el escrito de defensa o precluido el plazo para su presentación, el órgano en-
juiciador, el órgano enjuiciador examinará las pruebas propuestas e inmediatamente dictará 
auto admitiendo las que considere pertinentes y rechazando las demás, prevendrá lo necesario 
para la práctica de la prueba anticipada y señalará el día en que deban comenzar las sesiones 
del juicio oral. En esa resolución se ordenará el libramiento de las comunicaciones que sean 
necesarias para asegurar la práctica de las pruebas que sean propuestas y admitidas, cuando así 
lo hubieren solicitado las partes, salvo en lo previsto para el señalamiento y las citaciones que 
ya se hubieran practicado.

En todo caso, las partes podrán solicitar al Juzgado de guardia, que así lo acordará, la citación de 
testigos o peritos que tengan la intención de proponer para el acto del juicio, sin perjuicio de la 
decisión que sobre la admisión de pruebas adopte el órgano enjuiciador.

El acusado podrá prestar su conformidad ante el juzgado de guardia y dictar éste sentencia de 
conformidad, cuando concurran los siguientes requisitos:

1º Que no se hubiera constituido acusación particular y el Ministerio Fiscal hubiera solicitado 
la apertura del juicio oral y, así acordada por el Juez de guardia, aquél hubiera presentado 
en el acto escrito de acusación.

2º Que los hechos objeto de acusación hayan sido calificados como delito castigado con 
pena de hasta tres años de prisión, con pena de multa cualquiera que sea su cuantía o con 
otra pena de distinta naturaleza cuya duración no exceda de 10 años.

3º Que, tratándose de pena privativa de libertad, la pena solicitada o la suma de las penas 
solicitadas no supere, reducida en un tercio, los dos años de prisión.

Dentro del ámbito definido en el párrafo anterior, el juzgado de guardia realizará el control 
de la conformidad prestada en los términos previstos para el procedimiento abreviado y, en 
su caso, dictará oralmente sentencia de conformidad que se documentará con arreglo a lo 
previsto en el apartado 2 del artículo 789 para el procedimiento abreviado, en la que impon-
drá la pena solicitada reducida en un tercio, aun cuando suponga la imposición de una pena 
inferior al límite mínimo previsto en el Código Penal. Si el fiscal y las partes personadas expre-
sasen su decisión de no recurrir, el Juez, en el mismo acto, declarará oralmente la firmeza de 
la sentencia y, si la pena impuesta fuera privativa de libertad, resolverá lo procedente sobre 
su suspensión o sustitución.
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Para acordar, en su caso, la suspensión de la pena privativa de libertad bastará, a los efectos de 
lo dispuesto en el artículo 81.3ª del Código Penal, con el compromiso del acusado de satisfacer 
las responsabilidades civiles que se hubieren originado en el plazo prudencial que el juzgado 
de guardia fije. Asimismo, en los casos en que de conformidad con el artículo 87.1.1ª del Código 
Penal sea necesaria una certificación suficiente por centro o servicio público o privado debida-
mente acreditado u homologado de que el acusado se encuentra deshabituado o sometido a 
tratamiento para tal fin, bastará para aceptar la conformidad y acordar la suspensión de la pena 
privativa de libertad el compromiso del acusado de obtener dicha certificación en el plazo pru-
dencial que el juzgado de guardia fije.

IMPORTANTE

Dictada sentencia de 
conformidad y practica-
das las actuaciones, el 
Juez de guardia acordará 
lo procedente sobre la 
puesta en libertad o el in-
greso en prisión del con-
denado y realizará los re-
querimientos que de ella 
se deriven, remitiendo el 
Letrado de la Administra-
ción seguidamente las 
actuaciones junto con la 
sentencia redactada al 
Juzgado de lo Penal que 
corresponda, que conti-
nuará su ejecución.

Dictada sentencia de conformidad y practicadas las actuaciones a 
que se refiere el apartado 2, el Juez de guardia acordará lo proce-
dente sobre la puesta en libertad o el ingreso en prisión del con-
denado y realizará los requerimientos que de ella se deriven, remi-
tiendo el Letrado de la Administración de Justicia seguidamente las 
actuaciones junto con la sentencia redactada al Juzgado de lo Penal 
que corresponda, que continuará su ejecución.

Si hubiere acusador particular en la causa, el acusado podrá, en su 
escrito de defensa, prestar su conformidad con la más grave de las 
acusaciones según lo previsto en los párrafos anteriores.

El juicio oral se desarrollará en los términos previstos para el proce-
dimiento abreviado.

En el caso de que, por motivo justo valorado por el Juez, no pueda 
celebrarse el juicio oral en el día señalado, o de que no pueda con-
cluirse en un solo acto, señalará fecha para su celebración o conti-
nuación el día más inmediato posible y, en todo caso, dentro de los 
quince siguientes, teniendo en cuenta las necesidades de la agenda 
programada de señalamientos y las demás circunstancias conteni-
das en el artículo 182.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y artículo 785 de la LECri, lo que se hará 
saber a los interesados.

2.5. LA SENTENCIA Y SU IMPUGNACIÓN

A. Sentencia

La sentencia se dictará dentro de los tres días siguientes a la terminación de la vista, en los térmi-
nos previstos por el art. 789 LECri.

Tan pronto como la sentencia sea firme se procederá a su ejecución, conforme a las reglas gene-
rales y a las especiales estudiadas para el procedimiento abreviado.
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B. Impugnación

a. Recurso de apelación

Frente a la sentencia dictada por el Juzgado de lo Penal podrá interponerse recurso de apelación, 
que se sustanciará conforme a lo previsto en los artículos 790 a 792 reguladores la impugnación 
de las sentencias recaídas en el procedimiento abreviado, con las siguientes especialidades:

- El plazo para presentar el escrito de formalización será de cinco días.

- El plazo de las demás partes para presentar escrito de alegaciones será de cinco días.

- La sentencia habrá de dictarse dentro de los tres días siguientes a la celebración de la 
vista, o bien dentro de los cinco días siguientes a la recepción de las actuaciones, si no se 
celebrare vista.

- La tramitación y resolución de estos recursos de apelación tendrán carácter preferente.

b. Sentencias dictadas en ausencia del acusado: Recurso de anulación

Respecto de las sentencias dictadas en ausencia del acusado (como consecuencia de su ausencia 
injustificada pese a haber sido citado personalmente, o en el domicilio o en la persona señalada 
por él para recibirlas en su nombre, y el Juez o Tribunal, a solicitud del Ministerio Fiscal o de la par-
te acusadora, y oída la defensa, estimó que existían elementos suficientes para el enjuiciamiento, 
cuando la pena solicitada no excedía de dos años de privación de libertad o, siendo de distinta 
naturaleza, cuando su duración no excedía de seis años) en cualquier momento en que compa-
rezca o sea habido el que hubiere sido condenado en ausencia, le será notificada la sentencia dic-
tada en primera instancia o en apelación a efectos de cumplimiento de la pena aún no prescrita.

Al notificársele la sentencia se le hará saber su derecho a interponer el recurso de anulación, con 
indicación del plazo para ello y del órgano competente.

La sentencia dictada en ausencia, haya sido o no apelada, es susceptible de ser recurrida en anu-
lación por el condenado en el mismo plazo y con iguales requisitos y efectos que los establecidos 
en el recurso de apelación.

El plazo se contará desde el momento en que se acredite que el condenado tuvo conocimiento 
de la sentencia.

IMPUGNACIÓN DE LA SENTENCIA

 ST del Juzgado de lo penal ⇔ REC. APELACIÓN
 ST en ausencia del acusado ⇔ REC. DE ANULACIÓN
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3. LA EJECUCIÓN EN EL PROCESO PENAL, CON ESPECIAL RE-
FERENCIA A LA EJECUCIÓN DE LOS DELITOS LEVES

3.1. CONCEPTO
Como indica FENECH, a diferencia del resto de procesos, en donde se habla de procesos decla-
rativos y ejecutivos, en los penales sólo se puede hablar de ejecución cuando exista sentencias 
declarativas de condena, si la sentencia es absolutoria habría una suerte de ejecución “impropia”. 
En este sentido:

Todo procesado absuelto por la sentencia será puesto en libertad inmediatamente, a menos que 
el ejercicio de un recurso que produzca efectos suspensivos o la existencia de otros motivos lega-
les hagan necesario el aplazamiento de la excarcelación, lo cual se ordenará por auto motivado 
(Artículo 983 LECri).

3.2. NATURALEZA JURÍDICA
La ejecución de la sentencia penal es una actividad jurisdiccional tal y como resulta del artículo 
117.3 de la Constitución. El ejercicio de la potestad jurisdiccional, en todo tipo de procesos, juz-
gando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Jueces y Tribunales de-
terminados por las leyes según las normas de competencia y procedimiento que en las mismas 
se establezcan.

Ahora bien; aclarado esto, es preciso distinguir:

- Ejecución de la sentencia: Que como decimos es una actividad jurisdiccional, y el

- Cumplimiento de la pena: Que es una actividad material, cuya efectividad se atribuye a la 
Administración Penitenciaria.

3.3. REGULACIÓN LEGAL
Se encuentra fragmentada en tres normas fundamentales:

- LECri, Libro VII (arts. 983 a 998).

- CP.

- LOGP, por lo que se refiere a la ejecución de las sentencias condenatorias a privación de 
libertad.

3.4. PRINCIPIOS QUE RIGEN LA EJECUCIÓN PENAL
- Principio de Legalidad (Artículo 3 CP):

1º. No podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad sino en virtud de sentencia firme dicta-
da por el Juez o Tribunal competente, de acuerdo con las leyes procesales.

2º. Tampoco podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad en otra forma que la prescrita 
por la Ley y reglamentos que la desarrollan, ni con otras circunstancias o accidentes que 
los expresados en su texto. La ejecución de la pena o de la medida de seguridad se reali-
zará bajo el control de los Jueces y Tribunales competentes.
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- Principio de Oficialidad:

 En el sentido de que no es precisa petición de parte para acordarla, sino que se procede de 
oficio en cuanto hay sentencia firme declarativa de condena.

3.5. REQUISITOS DE LA EJECUCIÓN PENAL RECUERDA

Requisitos de la ejecución 
penal

1º. Que exista sentencia 
firme condenatoria.

2º. Que el órgano com-
petente para la ejecu-
ción lo sea el mismo 
que dictó sentencia 
en 1ª instancia.

1º. Que exista sentencia firme condenatoria.

2º. Que el órgano competente para la ejecución lo sea el mismo 
que dictó sentencia en 1ª instancia.

3.6. DISPOSICIONES DE LA LEY DE ENJUICIA-
MIENTO CRIMINAL

Podemos sistematizarlas bajo las siguientes reglas generales:

A. La ejecución sólo podrá darse respecto de sentencias firmes

Teniendo en cuenta que, son firmes cuando no quepa contra ellas recurso alguno ordinario ni 
extraordinario, salvo revisión (ex. art. 141 LECri).

Como consecuencia de lo anterior, cuando una sentencia sea firme, con arreglo a lo dispuesto en 
el artículo 141 de esta Ley, lo declarará así el Juez o Tribunal que la hubiera dictado.

Hecha esta declaración, se procederá a ejecutar la sentencia aunque el reo está sometido a otra 
causa, en cuyo caso se le conducirá, cuando sea necesario, desde el establecimiento penal en 
que se halle cumpliendo la condena al lugar donde se esté instruyendo la causa pendiente.

Cuando el culpable de varias infracciones penales haya sido condenado en distintos procesos 
por hechos que pudieron ser objeto de uno solo, conforme a lo previsto en el artículo 17 de esta 
Ley, el Juez o Tribunal que hubiera dictado la última sentencia, de oficio, a instancia del MF o del 
condenado, procederá a fijar el límite del cumplimiento de las penas impuestas conforme a lo 
dispuesto en el artículo 76 del CP. Para ello, el Letrado de la Administración de Justicia reclamará 
la hoja histórico‐penal del Registro central de penados y rebeldes y testimonio de las sentencias 
condenatorias y previo dictamen del MF, cuando no sea el solicitante, el Juez o Tribunal dictará 
auto en el que se relacionarán todas las penas impuestas al reo, determinando el máximo de 
cumplimiento de las mismas. Contra tal auto podrán el MF y el condenado interponer recurso de 
casación por infracción de Ley (Artículo 988 LECri).

B. La ejecución de sentencias por delitos leves

La ejecución de la sentencia en los juicios sobre delitos leves corresponde al órgano que haya 
conocido del juicio. El órgano que haya conocido en apelación de un juicio por delitos leves man-
dará remitir los autos originales, acompañándolos con certificación de la sentencia firme, al Juez 
que haya conocido del juicio en 1ª Instancia para los efectos de la ejecución (ex. art. 984 LECri).
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C. La ejecución de sentencias por los demás delitos

ATENCIÓN

La ejecución de las sen-
tencias en causas por 
delito corresponde al Tri-
bunal que haya dictado 
la que sea firme.

La ejecución de las sen-
tencias recaídas en el 
proceso por aceptación 
de decreto, cuando el 
delito sea leve, corres-
ponde al juzgado que la 
hubiera dictado. (Artícu-
lo 985 LECri).

La ejecución de las sentencias en causas por delito corresponde al 
Tribunal que haya dictado la que sea firme.

La ejecución de las sentencias recaídas en el proceso por acepta-
ción de decreto, cuando el delito sea leve, corresponde al juzgado 
que la hubiera dictado (Artículo 985 LECri).

Sin embargo de lo dispuesto en el artículo anterior, la sentencia 
dictada a continuación de la de casación por la Sala Segunda del 
Tribunal Supremo se ejecutará por el Tribunal que hubiese pronun-
ciado la sentencia casada, en vista de la certificación que al efecto le 
remitirá la referida Sala (Artículo 986 LECri).

No obstante, este precepto es anterior a la introducción del Proceso 
Abreviado, donde se admitía la apelación y subsiguiente casación. 
Actualmente:

- En el Procedimiento Abreviado la ejecución corresponderá 
al órgano que dictó sentencia en primera o única instancia 
(Juez de lo Penal o AP).

- En el procedimiento para el enjuiciamiento rápido de determinados delitos al Juez de 
Instrucción de Guardia.

- En el Proceso por ante el Tribunal del Jurado al MagistradoPresidente del Jurado.

- En el Proceso Ordinario (en principio, salvo aforamientos a la AP).

D. Imposibilidad de práctica de todas las diligencias necesarias para la 
ejecución
Cuando el Tribunal a quien corresponda la ejecución de la sentencia no pudiere practicar por sí 
mismo todas las diligencias necesarias, se dirigirá al órgano judicial competente del partido o 
demarcación en que deban tener efecto para que las practique (Artículo 987 LECri).

El Juez de instrucción a quien se hubiere cometido la práctica de algunas diligencias para la eje-
cución de la sentencia dará inmediatamente cuenta del cumplimiento de las mismas al Tribunal 
sentenciador, con testimonio en relación de las practicadas al intento, el cual se unirá a la causa 
(Artículo 997 LECri).

Las referidas diligencias se archivarán por el Letrado de la Administración de Justicia que en ellas 
haya intervenido (Artículo 998 LECri).

E. Ejecución de sentencias en caso de demencia del sujeto al que se le 
imponen las penas
Conforme a los arts. 991 y 992 LECri, si un interno parece estar en tal estado, será puesto en obser-
vación y la Dirección del Establecimiento instruirá un expediente informativo. Si se confirman las 
sospechas, el Director dará cuenta al Presidente del Tribunal sentenciador y a la Dirección General 
de Instituciones Penitenciarias. El Presidente pasará el expediente a la Sª sentenciadora y la decisión 
se comunicará al Director del establecimiento, el cual si se declara la demencia, trasladará al pena-
do al establecimiento que corresponda. (Traslado que será de competencia del Juez de Vigilancia 
Penitenciaria). En todo caso dichos preceptos deben interpretarse en armonía con el más reciente.
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Cuando, después de pronunciada sentencia firme, se aprecie en el penado una situación durade-
ra de trastorno mental grave que le impida conocer el sentido de la pena, el Juez de Vigilancia Pe-
nitenciaria suspenderá la ejecución de la pena privativa de libertad que se le hubiera impuesto, 
garantizando que reciba la asistencia médica precisa, para lo cual podrá decretar la imposición 
de una medida de seguridad privativa de libertad de las previstas en este Código que no podrá 
ser, en ningún caso, más gravosa que la pena sustituida. Si se tratase de una pena de distinta 
naturaleza, el Juez de Vigilancia Penitenciaria apreciará si la situación del penado le permite co-
nocer el sentido de la pena y, en su caso, suspenderá la ejecución imponiendo las medidas de 
seguridad que estime necesarias.

El Juez de Vigilancia comunicará al MF, con suficiente antelación, la próxima extinción de la pena 
o medida de seguridad impuesta, a efectos de lo previsto por la disposición adicional primera de 
este Código.

Restablecida la salud mental del penado, éste cumplirá la sentencia si la pena no hubiere pres-
crito, sin perjuicio de que el Juez o Tribunal, por razones de equidad, pueda dar por extinguida la 
condena o reducir su duración, en la medida en que el cumplimiento de la pena resulte innece-
sario o contraproducente (Artículo 60 CP).

F. Ejecución de cada una de las penas o medidas que puedan imponerse

Las penas se ejecutarán en la forma y tiempo prescritos en el CP y en los reglamentos.

Corresponde al Juez o Tribunal a quien el presente Código impone el deber de hacer ejecutar 
la sentencia adoptar sin dilación las medidas necesarias para que el condenado ingrese en el 
establecimiento penal destinado al efecto, a cuyo fin requerirá el auxilio de las Autoridades ad-
ministrativas, que deberán prestárselo sin excusa ni pretexto alguno.

Los Tribunales ejercerán además las facultades de inspección que las Leyes y reglamentos les 
atribuyan sobre la manera de cumplirse las penas.

Corresponde al Letrado de la Administración de Justicia impulsar el proceso de ejecución de la 
sentencia dictando al efecto las diligencias necesarias, sin perjuicio de la competencia del Juez o 
Tribunal para hacer cumplir la pena (ex. art. 990 LECri).

a. Penas privativas de libertad (Artículo 35 CP)

Las penas privativas de libertad se ejecutarán según el sistema de individualización científica, 
separado en grados, el último de los cuales será el de libertad condicional, conforme determina 
el CP (Artículo 72.1 LOGP).

Para proceder a la excarcelación de los condenados será precisa la aprobación de la libertad 
definitiva por el Tribunal sentenciador o de la propuesta de libertad condicional por el Juez de 
Vigilancia (Artículo 17.3 LOGP).

Por otra parte, son penas privativas de libertad:

- La prisión permanente revisable.

- La prisión.

- La localización permanente.

- La responsabilidad personal subsidiaria por impago de multa.
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TOMA NOTA

El tribunal acordará la sus-
pensión de la ejecución de 
la pena de prisión perma-
nente revisable cuando se 
cumplan los siguientes re-
quisitos:

a) Que el penado haya 
cumplido veinticinco 
años de su condena, sin 
perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 78 bis para 
los casos regulados en el 
mismo, [cuando el suje-
to haya sido condenado 
por dos o más delitos y, 
al menos, uno de ellos 
esté castigado por la ley 
con pena de prisión per-
manente revisable].

b) Que se encuentre clasifi-
cado en 3er grado.

c) Que el tribunal, a la vista 
de la personalidad del 
penado, sus anteceden-
tes, las circunstancias 
del delito  cometido, la 
relevancia de los bienes 
jurídicos que podrían 
verse afectados por una 
reiteración en el delito, 
su conducta durante 
el cumplimiento  de la 
pena, sus circunstancias 
familiares y sociales, y los 
efectos que quepa espe-
rar de la propia suspen-
sión de la ejecución y 
del cumplimiento de las 
medidas que fueren im-
puestas, pueda fundar, 
previa valoración de los 
informes de evolución 
remitidos por el cen-
tro penitenciario y por 
aquellos especialistas 
que el propio tribunal 
determine, la existencia 
de un pronóstico favora-
ble de reinserción social.

Su cumplimiento, así como los beneficios penitenciarios que su-
pongan acortamiento de la condena, se ajustarán a lo dispuesto 
en las leyes y en este Código.

A propósito de estas penas, el Tribunal sentenciador, habrá de 
dirigir mandamiento al Director del Establecimiento penitencia-
rio donde deba ingresar el condenado, al que se acompañarán 
testimonio de la sentencia y de la liquidación de condena practi-
cada (entendiéndose por tal, la determinación del tiempo que el 
condenado deberá permanecer efectivamente privado de liber-
tad descontando el pasado en prisión provisión, el que resulte 
de indultos parciales, etc.)

•	 Prisión	permanente	revisable	(Artículo	92	CP)

El tribunal acordará la suspensión de la ejecución de la pena de 
prisión permanente revisable cuando se cumplan los siguientes 
requisitos:

a) Que el penado haya cumplido veinticinco años de su 
condena, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 78 bis 
para los casos regulados en el mismo, [cuando el sujeto 
haya sido condenado por dos o más delitos y, al menos, 
uno de ellos esté castigado por la ley con pena de prisión 
permanente revisable].

b) Que se encuentre clasificado en 3er grado.

c) Que el tribunal, a la vista de la personalidad del penado, 
sus antecedentes, las circunstancias del delito cometido, 
la relevancia de los bienes jurídicos que podrían verse 
afectados por una reiteración en el delito, su conducta 
durante el cumplimiento de la pena, sus circunstancias 
familiares y sociales, y los efectos que quepa esperar de 
la propia suspensión de la ejecución y del cumplimiento 
de las medidas que fueren impuestas, pueda fundar, pre-
via valoración de los informes de evolución remitidos por 
el centro penitenciario y por aquellos especialistas que el 
propio tribunal determine, la existencia de un pronóstico 
favorable de reinserción social.

En el caso de que el penado lo hubiera sido por varios delitos, el 
examen de los requisitos a que se refiere la letra c) se realizará 
valorando en su conjunto todos los delitos cometidos.

El tribunal resolverá sobre la suspensión de la pena de prisión 
permanente revisable tras un procedimiento oral contradicto-
rio en el que intervendrán el MF y el penado, asistido por su 
abogado.
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Si se tratase de delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo 
del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código, será además necesario que el penado 
muestre signos inequívocos de haber abandonado los fines y los medios de la actividad terroris-
ta y haya colaborado activamente con las autoridades, bien para impedir la producción de otros 
delitos por parte de la organización o grupo terrorista, bien para atenuar los efectos de su de-
lito, bien para la identificación, captura y procesamiento de responsables de delitos terroristas, 
para obtener pruebas o para impedir la actuación o el desarrollo de las organizaciones o aso-
ciaciones a las que haya pertenecido o con las que haya colaborado, lo que podrá acreditarse 
mediante una declaración expresa de repudio de sus actividades delictivas y de abandono de la 
violencia y una petición expresa de perdón a las víctimas de su delito, así como por los informes 
técnicos que acrediten que el preso está realmente desvinculado de la organización terrorista y 
del entorno y actividades de asociaciones y colectivos ilegales que la rodean y su colaboración 
con las autoridades.

La suspensión de la ejecución tendrá una duración de 5 a 10 años. El plazo de suspensión y liber-
tad condicional se computará desde la fecha de puesta en libertad del penado. Son aplicables 
las normas contenidas en el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 80 y en los artículos 83, 
86, 87 y 91, [para la pena de prisión].

El juez o tribunal, a la vista de la posible modificación de las circunstancias valoradas, podrá 
modificar la decisión que anteriormente hubiera adoptado conforme al artículo 83, y acordar 
la imposición de nuevas prohibiciones, deberes o prestaciones, la modificación de las que ya 
hubieran sido acordadas, o el alzamiento de las mismas.

Asimismo, el juez de vigilancia penitenciaria revocará la suspensión de la ejecución del resto de 
la pena y la libertad condicional concedida cuando se ponga de manifiesto un cambio de las cir-
cunstancias que hubieran dado lugar a la suspensión que no permita mantener ya el pronóstico 
de falta de peligrosidad en que se fundaba la decisión adoptada.

Extinguida la parte de la condena a que se refiere la letra a) del apartado 1 de este artículo o, en 
su caso, en el artículo 78 bis, el tribunal deberá verificar, al menos cada 2 años, el cumplimiento 
del resto de requisitos de la libertad condicional. El tribunal resolverá también las peticiones de 
concesión de la libertad condicional del penado, pero podrá fijar un plazo de hasta 1 año dentro 
del cual, tras haber sido rechazada una petición, no se dará curso a sus nuevas solicitudes ().

•	 Prisión	(Artículo	36.2	y	3	CP)

La pena de prisión tendrá una duración mínima de 3 meses y máxima de 20 años, salvo lo que 
excepcionalmente dispongan otros preceptos del presente Código.

Cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a 5 años, el juez o tribunal podrá 
ordenar que la clasificación del condenado en el tercer grado de tratamiento penitenciario no se 
efectúe hasta el cumplimiento de la mitad de la pena impuesta.

En cualquier caso, cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a 5 años y se 
trate de los delitos enumerados a continuación, la clasificación del condenado en el tercer grado 
de tratamiento penitenciario no podrá efectuarse hasta el cumplimiento de la mitad de la misma:

a) Delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítu-
lo VII del Título XXII del Libro II de este Código.

b) Delitos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal.
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c) Delitos del artículo 183, [abuso o agresión sexual a menores]

d) Delitos del Capítulo V del Título VIII del Libro II de este Código, cuando la víctima sea me-
nor de 13 años, [delitos relativos a la prostitución y a la explotación sexual y corrupción 
de menores]

El juez de vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y valorando, 
en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador, podrá 
acordar razonadamente, oídos el MF, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la aplicación 
del régimen general de cumplimiento, salvo en los supuestos contenidos en el párrafo anterior.

En todo caso, el tribunal o el juez de vigilancia penitenciaria, según corresponda, podrá acordar, 
previo informe del MF, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la progresión a tercer grado 
por motivos humanitarios y de dignidad personal de penados enfermos muy graves con pade-
cimientos incurables y de los septuagenarios valorando, especialmente su escasa peligrosidad.

•	 Localización	permanente	(Artículo	37	CP)

La localización permanente tendrá una duración de hasta 6 meses. Su cumplimiento obliga al 
penado a permanecer en su domicilio o en lugar determinado fijado por el Juez en sentencia o 
posteriormente en auto motivado.

No obstante, en los casos en los que la localización permanente esté prevista como pena prin-
cipal, atendiendo a la reiteración en la comisión de la infracción y siempre que así lo disponga 
expresamente el concreto precepto aplicable, el Juez podrá acordar en sentencia que la pena de 
localización permanente se cumpla los sábados, domingos y días festivos en el centro peniten-
ciario más próximo al domicilio del penado.

Si el reo lo solicitare y las circunstancias lo aconsejaren, oído el MF, el juez o tribunal senten-
ciador podrá acordar que la condena se cumpla durante los sábados y domingos o de forma 
no continuada.

Si el condenado incumpliera la pena, el juez o tribunal sentenciador deducirá testimonio para 
proceder de conformidad con lo que dispone el artículo 468, (para el delito de quebrantamiento 
de condena).

Para garantizar el cumplimiento efectivo, el Juez o Tribunal podrá acordar la utilización de me-
dios mecánicos o electrónicos que permitan la localización del reo.

•	 Responsabilidad	personal	subsidiaria	por	impago	de	multa	(Artículo	53	CP)

ATENCIÓN

La responsabilidad sub-
sidiaria personal sub-
sidiaria por impago de 
multa no se impondrá a 
los condenados a pena 
privativa de libertad su-
perior a 5 años.

Si el condenado no satisficiere, voluntariamente o por vía de apre-
mio, la multa impuesta, quedará sujeto a una responsabilidad perso-
nal subsidiaria de 1 día de privación de libertad por cada dos cuotas 
diarias no satisfechas, que, tratándose de delitos leves, podrá cum-
plirse mediante localización permanente. En este caso, no regirá la 
limitación que en su duración establece el apartado 1 del artículo 37.

También podrá el juez o tribunal, previa conformidad del penado, 
acordar que la responsabilidad subsidiaria se cumpla mediante tra-
bajos en beneficio de la comunidad. En este caso, cada día de priva-
ción de libertad equivaldrá a una jornada de trabajo.
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En los supuestos de multa proporcional los Jueces y Tribunales establecerán, según su prudente 
arbitrio, la responsabilidad personal subsidiaria que proceda, que no podrá exceder, en ningún 
caso, de 1 año de duración. También podrá el Juez o Tribunal acordar, previa conformidad del 
penado, que se cumpla mediante trabajos en beneficio de la comunidad.

Esta responsabilidad subsidiaria no se impondrá a los condenados a pena privativa de libertad 
superior a 5 años.

b. Penas privativas de otros derechos (Artículo 39 CP)

Son penas privativas de derechos:

a) La inhabilitación absoluta.

b) Las de inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión, oficio, industria o 
comercio, u otras actividades determinadas en este Código, o de los derechos de patria 
potestad, tutela, guarda o curatela, tenencia de animales, derecho de sufragio pasivo o de 
cualquier otro derecho.

c) La suspensión de empleo o cargo público.

d) La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores.

e) La privación del derecho a la tenencia y porte de armas.

f ) La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos.

g) La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus familiares u otras personas 
que determine el juez o el tribunal.

h) La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras per-
sonas que determine el juez o tribunal.

i) Los trabajos en beneficio de la comunidad.

j) La privación de la patria potestad.

En relación a estas penas, cuya duración y características se regulan en los arts. 40 y siguientes 
del CP debemos diferenciar:

- Las penas de inhabilitación absoluta o especial y suspensión de empleo o cargo público 
se ejecutan dirigiendo las correspondientes comunicaciones a los centros de que depen-
da el condenado para que no realice los servicios de cuya prestación ha sido privado.

- Las penas de privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores, y del 
derecho a la tenencia y porte de armas, se ejecutarán requiriendo al condenado para que 
entregue los documentos acreditativos de esos derechos, y comunicando a los organis-
mos encargados de su expedición que se abstengan de expedirlos (ex. art. 794.2 en el 
Procedimiento Abreviado).

- Las penas de privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos, y la 
prohibición de aproximarse a la víctima o a sus familiares u otras personas que determine 
el Juez o Tribunal, o de comunicarse con ellas se ejecutarán requiriendo al condenado en 
tal sentido y advirtiéndole de las penas correspondientes al delito por quebrantamiento 
de condena.
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c. Los trabajos en beneficio de la comunidad (Artículo 49 CP)

Los trabajos en beneficio de la comunidad, que no podrán imponerse sin el consentimiento del 
penado, le obligan a prestar su cooperación no retribuida en determinadas actividades de utili-
dad pública, que podrán consistir, en relación con delitos de similar naturaleza al cometido por 
el penado, en labores de reparación de los daños causados o de apoyo o asistencia a las víctimas, 
así como en la participación del penado en talleres o programas formativos o de reeducación, 
laborales, culturales, de educación vial, sexual y otros similares. Su duración diaria no podrá ex-
ceder de ocho horas y sus condiciones serán las siguientes:

1.ª La ejecución se desarrollará bajo el control del Juez de Vigilancia Penitenciaria, que, a tal 
efecto, requerirá los informes sobre el desempeño del trabajo a la Administración, entidad 
pública o asociación de interés general en que se presten los servicios.

2.ª No atentará a la dignidad del penado.

3.ª El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por la Administración, la cual podrá 
establecer los convenios oportunos a tal fin.

4.ª Gozará de la protección dispensada a los penados por la legislación penitenciaria en ma-
teria de Seguridad Social.

5.ª No se supeditará al logro de intereses económicos.

6.ª Los servicios sociales penitenciarios, hechas las verificaciones necesarias, comunicarán al 
Juez de Vigilancia Penitenciaria las incidencias relevantes de la ejecución de la pena y, en 
todo caso, si el penado:

a) Se ausenta del trabajo durante al menos dos jornadas laborales, siempre que ello su-
ponga un rechazo voluntario por su parte al cumplimiento de la pena.

b) A pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo, su rendimiento 
fuera sensiblemente inferior al mínimo exigible.

c) Se opusiera o incumpliera de forma reiterada y manifiesta las instrucciones que se le 
dieren por el responsable de la ocupación referidas al desarrollo de la misma.

d) Por cualquier otra razón, su conducta fuere tal que el responsable del trabajo se nega-
se a seguir manteniéndolo en el centro.

 Una vez valorado el informe, el Juez de Vigilancia Penitenciaria podrá acordar su ejecución 
en el mismo centro, enviar al penado para que finalice la ejecución de la misma en otro 
centro o entender que el penado ha incumplido la pena.

 En caso de incumplimiento, se deducirá testimonio para proceder de conformidad con el 
artículo 468, [quebrantamiento de condena].

7.ª Si el penado faltara del trabajo por causa justificada no se entenderá como abandono de 
la actividad. No obstante, el trabajo perdido no se le computará en la liquidación de la 
condena, en la que se deberán hacer constar los días o jornadas que efectivamente hubie-
se trabajado del total que se le hubiera impuesto.
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d. Pena de Multa (Artículo 50 CP)
IMPORTANTE

La pena de multa consis-
tirá en la imposición al 
condenado de una san-
ción pecuniaria. Se im-
pondrá, salvo que la Ley 
disponga otra cosa, por 
el sistema de días-multa.

La pena de multa consistirá en la imposición al condenado de una 
sanción pecuniaria. Se impondrá, salvo que la Ley disponga otra 
cosa, por el sistema de días‐multa.

Su extensión mínima será de 10 días y la máxima de 2 años. Las 
penas de multa imponibles a personas jurídicas tendrán una exten-
sión máxima de 5 años. La cuota diaria tendrá un mínimo de 2 y un 
máximo de 400 euros, excepto en el caso de las multas imponibles 
a las personas jurídicas, en las que la cuota

diaria tendrá un mínimo de 30 y un máximo de 5.000 euros. A efectos de cómputo, cuando se fije 
la duración por meses o por años, se entenderá que los meses son de 30 días y los años de 360.

Los Jueces o Tribunales determinarán motivadamente la extensión de la pena dentro de los lí-
mites establecidos para cada delito y según las reglas del capítulo II de este Título. Igualmente, 
fijarán en la sentencia, el importe de estas cuotas, teniendo en cuenta para ello exclusivamente 
la situación económica del reo, deducida de su patrimonio, ingresos, obligaciones y cargas fami-
liares y demás circunstancias personales del mismo.

El tribunal, por causa justificada, podrá autorizar el pago de la multa dentro de un plazo que no 
exceda de 2 años desde la firmeza de la sentencia, bien de una vez o en los plazos que se deter-
minen. En este caso, el impago de 2 de ellos determinará el vencimiento de los restantes.

e. Medidas de seguridad

Habrá que tener en cuenta si son o no privativas de libertad (ex. art. 96 CP). Por otra parte, de acuer-
do con el art. 97 CP, durante su ejecución, se podrá decretar por el Juez o Tribunal sentenciador, 
mediante procedimiento extraordinario y previa propuesta del Juez de Vigilancia Penitenciaria:

- El cese de cualquier medida impuesta.

- Su sustitución por otra más adecuada.

- Su suspensión por el plazo que se fije.

Teniendo en cuenta en todo caso que en caso de concurrencia de penas y medidas de seguridad 
privativas de libertad, el juez o tribunal ordenará el cumplimiento de la medida que se abonará 
para el de la pena (ex. art. 99 CP).

3.7. ESPECIAL REFERENCIA A LA EJECUCIÓN DE LOS DELITOS LEVES

La ejecución de la sentencia en los juicios sobre delitos leves corresponde al órgano que haya 
conocido del juicio. Cuando no pudiera practicar por sí mismo todas las diligencias necesarias se 
dirigirá al órgano judicial de la circunscripción en que deban tener efecto, para que las practique.

El Juez de Instrucción que haya conocido en apelación de un juicio de delitos leves mandará 
remitir los autos originales, acompañándolos con certificación de la sentencia firme, al Juez que 
haya conocido del juicio en primera instancia para los efectos del párrafo anterior.

Para la ejecución de la sentencia, en cuanto se refiere a la reparación del daño causado e indem-
nización de perjuicios, se aplicarán las disposiciones establecidas en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, si bien será en todo caso promovida de oficio por el Juez que la dictó.
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La ejecución de las sentencias en causas por delito corresponde al Tribunal que haya dictado la 
que sea firme.

La ejecución de las sentencias recaídas en el proceso por aceptación de decreto, cuando el delito 
sea leve, corresponde al juzgado que la hubiera dictado.

Cuando una sentencia sea firme, lo declarará así el Juez o Tribunal que la hubiera dictado.

Hecha esta declaración, se procederá a ejecutar la sentencia aunque el reo esté sometido a otra 
causa, en cuyo caso se le conducirá, cuando sea necesario desde el establecimiento penal en que 
se halle cumpliendo la condena al lugar donde se esté instruyendo la causa pendiente.

Cuando el culpable de varias infracciones penales haya sido condenado en distintos procesos 
por hechos que pudieron ser objeto de uno solo, el Juez o Tribunal que hubiera dictado la última 
sentencia, de oficio, a instancia del Ministerio Fiscal o del condenado, procederá a fijar el límite 
del cumplimiento de las penas impuestas conforme a lo dispuesto en el artículo 76 del Código 
Penal para la refundición de condenas. Para ello, el Letrado de la Administración de Justicia re-
clamará la hoja histórico‐penal del Registro Central de Penados y Rebeldes y testimonio de las 
sentencias condenatorias y previo dictamen del Ministerio Fiscal, cuando no sea el solicitante, el 
Juez o Tribunal dictará auto en el que se relacionarán todas las penas impuestas al reo, determi-
nando el máximo de cumplimiento de las mismas. Contra tal auto podrán el Ministerio Fiscal y el 
condenado interponer recurso de casación por infracción de Ley.

Las penas se ejecutarán en la forma y tiempo prescritos en el Código Penal y en los reglamentos.

Corresponde al Juez o Tribunal a quien el presente Código impone el deber de hacer ejecutar 
la sentencia, adoptar sin dilación las medidas necesarias para que el condenado ingrese en el 
establecimiento penal destinado al efecto, a cuyo fin requerirá el auxilio de las Autoridades ad-
ministrativas, que deberán prestárselo sin excusa ni pretexto alguno.

La competencia del Juez o Tribunal para hacer cumplir la sentencia excluye la de cualquier Au-
toridad gubernativa hasta que el condenado tenga ingreso en el establecimiento penal o se 
traslade al lugar en donde deba cumplir la condena.

En los supuestos de delitos contra la Hacienda pública, contrabando y contra la Seguridad Social, 
los órganos de recaudación de la Administración Tributaria o, en su caso, de la Seguridad Social, 
tendrán competencia para investigar, bajo la supervisión de la autoridad judicial, el patrimonio que 
pueda llegar a resultar afecto al pago de las responsabilidades civiles derivadas del delito, ejercer 
las facultades previstas en la legislación tributaria o de Seguridad Social, remitir informes sobre la 
situación patrimonial, y poner en conocimiento del juez o tribunal las posibles modificaciones de 
las circunstancias de que puedan llegar a tener conocimiento y que sean relevantes para que el 
juez o tribunal resuelvan sobre la ejecución de la pena, su suspensión o la revocación de la misma.

Los Tribunales ejercerán además las facultades de inspección que Leyes y Reglamentos les atri-
buyan sobre la manera de cumplirse penas.

Corresponde al Letrado de la Administración de Justicia impulsar el proceso de ejecución de la 
sentencia, dictando al efecto las diligencias necesarias, sin perjuicio de la competencia del Juez 
o Tribunal para hacer cumplir la pena.

El Letrado de la Administración de Justicia pondrá en conocimiento de los directamente ofendi-
dos y perjudicados por el delito y, en su caso a los testigos, todas aquellas resoluciones relativas 
al penado que puedan afectar a su seguridad
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4. LA PIEZA DE RESPONSABILIDAD CIVIL EN EL PROCESO PENAL

4.1. EJECUCIÓN DE PRONUNCIAMIENTOS SOBRE REPARACIÓN DEL 
DAÑO CAUSADO E INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS

El artículo 984 de la LECri dispone que para la ejecución de la sentencia, en cuanto se refiere a la 
reparación del daño causado e indemnización de perjuicios, se aplicarán las disposiciones esta-
blecidas en la LEC, si bien será en todo caso promovida de oficio por el Juez que la dictó.

Los pronunciamientos sobre responsabilidad civil serán susceptibles de ejecución provisional 
con arreglo a lo dispuesto en la LEC.

A efectos de ejecutar la responsabilidad civil derivada del delito o falta y sin perjuicio de la aplica-
ción de las disposiciones de la LEC, el Letrado de la Administración de Justicia podrá encomendar 
a la Agencia Estatal de Administración Tributaria o, en su caso, a los organismos tributarios de las 
haciendas forales las actuaciones de investigación patrimonial necesarias para poner de mani-
fiesto las rentas y el patrimonio presente y los que vaya adquiriendo el condenado hasta tanto 
no se haya satisfecho la responsabilidad civil determinada en sentencia.

Cuando dichas entidades alegaren razones legales o de respeto a los derechos fundamentales para 
no realizar la entrega o atender a la colaboración que les hubiese sido requerida por el Letrado de 
la Administración de Justicia, éste dará cuenta al Juez o Tribunal para resolver lo que proceda.

Para la ejecución de la sentencia, en cuanto se refiere a la reparación del daño causado e indem-
nización de perjuicios, se aplicarán las disposiciones establecidas en la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, si bien será en todo caso promovida de oficio por el Juez que la dictó.

Las tercerías de dominio o de mejor derecho que puedan deducirse se sustanciarán y decidirán 
con sujeción a las disposiciones establecidas en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

En definitiva, el juez o tribunal resolverá en la sentencia de las responsabilidades civiles ex delicto 
(salvo que el perjudicado renuncie a la acción civil o la reserve para ejercitarla en la jurisdicción 
correspondiente).

La responsabilidad civil comprenderá conforme al art. 110 CP:

1º) La restitución.

2º) La reparación del daño.

3º) La indemnización de perjuicios materiales y morales.

De ello resulta a propósito de la ejecución por la jurisdicción penal las siguientes reglas:

- En caso de sentencias en que se condena a la restitución de la cosa: Se entregará al perju-
dicado, incluso aunque se encuentre en poder de 3º, salvo que legalmente sea irreivindi-
cable (ex. art. 111 CP, en relación con los arts. 464 CC y 34 LH).

- En caso de sentencias en las que se condena a la reparación del daño: La ejecución consis-
tirá en la exigencia del cumplimiento de una obligación de dar, hacer o no hacer una cosa 
(ex. art. 112 CP).

- En caso de sentencias de condena a la indemnización de perjuicios, la ejecución consistirá 
en la realización de la fianza o en su caso la realización de embargos por vía de apremio 
conforme al procedimiento de ejecución civil.
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Finalmente, en el caso de que los bienes del penado o responsable civil subsidiario no fueren 
bastantes para cubrir todas las responsabilidades pecuniarias determinadas en la sentencia (res-
ponsabilidades civiles, costas y otros gastos del proceso y, en su caso, multa), el pago se hará 
siguiendo el orden de preferencia que establece el CP al que se remite el art. 246 LECri

Los pagos que se efectúen por el penado o el responsable civil subsidiario se imputarán por el 
orden siguiente (Artículo 126.1 CP):

1º A la reparación del daño causado e indemnización de los perjuicios.

2º A la indemnización al Estado por el importe de los gastos que se hubieran hecho por su 
cuenta en la causa.

3º A las costas del acusador particular o privado cuando se impusiere en la sentencia su pago.

4º A las demás costas procesales, incluso las de la defensa del procesado, sin preferencia 
entre los interesados.

5º A la multa.

4.2. EJECUCIÓN (ADMINISTRATIVA), DE SENTENCIAS POR DELITOS 
CONTRA LA HACIENDA PÚBLICA (ARTÍCULO 999 LECRI)

En la ejecución de sentencias por delitos contra la Hacienda Pública, la disconformidad del obli-
gado al pago con las modificaciones que con arreglo a lo previsto en la LGT lleve a cabo la Ad-
ministración Pública se pondrá de manifiesto al Tribunal competente para la ejecución, en el 
plazo de 30 días desde su notificación, que, previa audiencia de la Administración ejecutante y 
del MF por idéntico plazo, resolverá mediante auto si la modificación practicada es conforme a 
lo declarado en sentencia o si se ha apartado de la misma, en cuyo caso, indicará con claridad los 
términos en que haya de modificarse la liquidación.

Contra el auto que resuelva este incidente cabrá recurso de apelación en un solo efecto o, en su 
caso, el correspondiente de súplica.




